[image: image1.png]Repiiblica de Colombia
Corte Suprema de Justicia

Sala de Casacion Penal




Procesado: J.A.G.G.
Rad. # 66088 60 00000 2023 00010 - 01

Delito: Falsedad material en documento público agravado

Proviene: Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.

Asunto: Resuelve recurso de alzada interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.  

Decisión: Confirma el fallo opugnado.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
TEMAS: PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / CIRCUNSTANCIAS DE MAYOR PUNIBILIDAD Y SISTEMA DE CUARTOS 
PINCIPIO DE CONGRUENCIA – impone relación de correspondencia entre la acusación formulada y la sentencia.

… el principio de la congruencia se encuentra consagrado en el artículo 448 del C.P.P. el cual hace parte de ese cumulo de garantías que el artículo 29 de la Carta ha denominado como Debido Proceso. Dicho principio pregona porque entre la acusación y la sentencia debe de existir una especie de relación de consonancia o de correspondencia en lo que tiene que ver con los hechos y la calificación jurídica dada a los mismos, lo que quiere decir que los cargos formulados en la acusación, en su contexto factico-normativo, deben ser concordantes o afines respecto de aquellos por los que en la sentencia se ha declarado la responsabilidad criminal del acriminado; razón por la cual se ha dicho que la acusación se erige como el límite o el norte de la sentencia, la que por regla general no puede desbordarse de los parámetros trazados en el libelo acusatorio. 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA – APLICACIÓN DE CIRCUNSTANCIAS DE MAYOR PUNIBILIDAD – En la decisión, la Sala destaca que la declaratoria de nulidad de la aceptación de cargos no resta valor a la imputación realizada por la FGN, ni tampoco constituye una limitante para la apreciación de circunstancias de mayor punibilidad que allí se alegaron.
…se puede concluir que si bien es cierto, en la formulación de imputación se indicó la circunstancia de mayor punibilidad de la coparticipación criminal consagrada en el artículo 58 en el momento en que se relató por el delegado Fiscal lo concerniente a la calificación jurídica del homicidio agravado, y que la aceptación de cargos respecto de ese reato fue declarada nula, no quiere decir ello que tal circunstancia no pueda predicarse del conjunto de conductas punibles que hicieron parte de la comunicación de cargos, pues lo que se desprende de lo relatado por el representante del Ente Acusador, en cuanto a las circunstancias fácticas se trata, es que, presuntamente, tanto el homicidio, como el hurto y la falsedad en documento público, fueron cometidos en coparticipación criminal… 

En ese orden de ideas, no porque se haya decretado la nulidad de la aceptación de cargos por parte del procesado, se decretó per se la nulidad de la formulación de imputación, que como se vio, incluyó dentro de la calificación jurídica la circunstancia genérica de agravación punitiva contenida en el numeral 10º del artículo 58 C.P.; y por ende, en virtud al principio de la congruencia, es claro que el Juzgado A quo bien podía aplicar en contra del procesado la susodicha causal…
Fuentes: 

Normativas: Código Penal, art. 58 numeral 10º y art. 61; Código de Procedimiento Penal, art. 293 
Jurisprudencia: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencias: 27 de julio de 2007. Rad. # 26468; 30 de mayo de 2.007. Rad. # 26588; 28 de octubre de 2.009. Rad. # 32192; 3 de junio de 2009. Rad. # 28649; 16 de marzo de 2011. Rad. # 32685; 21 de marzo de 2.012. Rad. # 38256; 04 de mayo de 2.011. Rad. #32270; 22 de febrero de 2.017. SP2390- 2017 Rad. # 43041; 22 de agosto de 2.018. SP3580-2018. Rad. # 46227; 13 de noviembre de 2019. SP4930–2.019. Rad. # 52370; 29 de junio de 2022. SP2211-2022. Rad. # 54304.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL # 1
Magistrado Ponente:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Aprobado por acta No. 1338
Pereira, Risaralda, trece (13) de diciembre de dos mil veinticuatro (2.024)
Hora: 1:50 p.m.
Procesado: J.A.G.G.
Rad. # 66088 60 00000 2023 00010 - 01
Delito: Falsedad material en documento público agravado.
Proviene: Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.

Asunto: Resuelve recurso de alzada interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.  
Temas: Principio de congruencia. Circunstancias de mayor punibilidad y sistema de cuartos. 
Decisión: Confirma el fallo opugnado.
ASUNTO:

Procede la Sala de Decisión Penal # 1 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de alzada interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en las calendas del 10 de septiembre de 2.024 dentro del proceso que se adelantó en contra del señor J.A.G.G., quien fue acusado de haber incurrido en el delito de falsedad material en documento público agravado.
ANTECEDENTES:
De conformidad con el libelo acusatorio, los hechos que suscitan la atención de la Judicatura acaecieron el 30 de marzo de 2.023, cuando, siendo aproximadamente las 22:24 horas, fue encontrado el cuerpo de quien en vida respondía por el nombre de JAIRO OSORIO OCAMPO, el cual había sido ultimado con arma blanca, para hurtarle una motocicleta de su propiedad de marca Bajaj, color negro, de placa YBT60D, de color negro, así como su teléfono celular. 
Realizadas las investigaciones del caso, se determinó que la motocicleta fue vendida en un taller automotriz ubicado en la avenida del Ferrocarril en Pereira; la cual fue llevada hasta ese sitio por cuatro personas, entre las que se encontraba el Sr. J.A.G.G., quienes realizaron la venta del rodante el día 30 de marzo del año 2.023 por valor de $1.400.000,oo exhibiendo para ello una tarjeta de propiedad falsificada.
SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Las audiencias preliminares se llevaron a cabo los días 18 y 19 de octubre de 2.023, ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, con función de control de garantías, en las cuales: a) Se impartió legalidad a la orden y diligencia de allanamiento y registro realizado en el bien inmueble ubicado en el área rural del municipio de Belén de Umbría en la vereda “la Llorona”, así como a la captura de los ciudadanos J.A.G.G. y E.Y. I.P., las cuales fueron precedidas de una orden judicial; b) La F.G.N. les formuló imputación a los mencionados ciudadanos por incurrir en la presunta comisión de los delitos de homicidio agravado, hurto calificado y agravado, y falsedad material en documento público, en calidad de coautores y a título de dolo, de conformidad con los artículos 103, 104 # 2, 239, 240 # 1, 241 # 10, 287 y art 290 incisos 1 y 2 del C.P., cargos que fueron aceptados por el Sr. J.A.G.G.; c) A los investigados se les definió la situación jurídica con la medida de aseguramiento de detención preventiva.
2) Una vez radicado el libelo acusatorio, el conocimiento de la actuación correspondió al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, ante el cual se celebró la audiencia de verificación de allanamiento a cargos el día 23 de febrero de 2.024, en la cual, el Juez A quo determinó impartir legalidad a la aceptación de cargos por el reato de falsedad material en documento público agravado manifestada por el Sr. J.A.G.G.; y anular el allanamiento por los delitos de homicidio agravado y hurto agravado, ordenando con ello la ruptura de la unidad procesal.
Frente a dicha decisión, la Fiscalía interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación. 

3) El Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría no repuso la decisión, razón por la cual fueron enviadas las diligencias a esta Corporación, correspondiendo su conocimiento a la Sala de Decisión Penal No. 2, donde el 11 de julio de 2.024, se confirmó la decisión objeto de alzada.
4) Posteriormente, una vez generada la ruptura procesal, el día 10 de septiembre de 2.024, se dispuso el trámite de que trata el artículo 447 de C.P.P. y se profirió la correspondiente sentencia condenatoria, en contra de la cual se alzó de manera oportuna la Defensa. 
EL FALLO OPUGNADO

Se trata de la sentencia proferida en las calendas del 10 de septiembre de 2.024 por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, mediante la cual se declaró la responsabilidad criminal del procesado J.A.G.G., por haber incurrido en la comisión del delito de falsedad material en documento público agravado.
Los argumentos esbozados por parte del Juzgado de primer nivel para proferir el fallo, se basaron en la decisión del procesado de someterse a la figura del allanamiento a cargos de manera libre, consciente y voluntaria, aunado a la valoración de los elementos materiales probatorios allegados por la Fiscalía, que daban cuenta de la comisión de la conducta punible endilgada y la responsabilidad en cabeza del acusado. 
En consecuencia, el Sr. J.A.G.G. fue condenado a purgar una pena de 42 meses de prisión, y se le concedió el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un periodo de prueba de 03 años.
Para la dosificación de la pena impuesta, el Juzgado A quo partió del hecho de que al tratarse de una conducta agravada de conformidad con el artículo 290 C.P. la misma oscila entre 48 a 189 meses de prisión. 
Argumentó que para el caso del procesado concurrían una circunstancia de menor punibilidad, de conformidad con el artículo 55 numeral 1º del C.P., esto es, la ausencia de antecedentes penales, y una de mayor punibilidad como lo es obrar en coparticipación, según el numeral 10º del artículo 58 ibidem. En ese sentido, el cuarto de punibilidad a elegir fue el segundo medio, esto es, una pena entre 83.25 a 118.25 meses, y a partir de este, al analizar que el delito cometido podía tenerse como de menor gravedad, se aplicó la cifra mínima.

Así, indicó que de conformidad con lo previsto en el artículo 351 del C.P.P la sanción se rebajó al 50%, quedando un total de 42 meses de prisión.
LA ALZADA:
La Defensa manifestó su inconformidad con el fallo opugnado, en el sentido de que el argumento que el A quo expuso para imponer la pena con base en el primer cuarto medio de punibilidad no se compadece con el delito que se está juzgando, pues el mismo Despacho declaró la nulidad por los delitos de homicidio agravado y hurto calificado y agravado, quedando incólume el artículo 287 del C.P., esto es, la falsedad material en documento público agravado, lo cual no tiene nada que ver con la coparticipación criminal, que fue propia del hurto.

Dentro de la audiencia de imputación de cargos y la presentación del escrito de acusación con aceptación de cargos, no existen descritas circunstancias de mayor punibilidad, pues es un componente que estaba descrito en los delitos nulitados de manera específica, vulnerando con ello, el principio de la congruencia.

En razón a lo dicho, solicitó modificar la decisión de primer nivel en el sentido de tasar la pena impuesta en 24 meses de prisión, como quiera que el procesado aceptó los cargos de manera primigenia, y, en atención a que su captura acaeció en virtud de una orden judicial, tendría derecho al descuento punitivo de hasta el 50%. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia: 

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia proferida por un Juzgado con categoría de Circuito que hace parte de este Distrito Judicial, esta Sala de Decisión Penal, según las voces del # 1º del artículo 34 C.P.P. sería la competente para resolver la presente Alzada.

De igual forma no se avizora la ocurrencia de irregularidades sustanciales que de una u otra forma hayan viciado de nulidad la actuación procesal. 
- Problema Jurídico:

De la sustentación del recurso de alzada, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:
¿Era factible que la Judicatura incluyera circunstancias de mayor punibilidad — causales genéricas de agravación punitiva — para dosificar la pena impuesta al Procesado J.A.G.G., si las mismas no fueron incluidas dentro del escrito de acusación? 
- Solución:

Al efectuar un análisis detallado del contenido de la controversia puesta a consideración de esta Colegiatura, la Sala observa que dicha discusión se centró en lo que atañe con la dosificación de la pena que el Juzgado de primer le impuso al procesado como consecuencia de la declaratoria de su compromiso penal. 

En ese orden de ideas, tenemos que la recurrente adujo que la pena de prisión impuesta debió haber sido menor, por cuanto, al momento de tasar la sanción de prisión, el A quo tuvo en cuenta la circunstancia genérica de agravación punitiva contenida en el artículo 58 numeral 10º del C.P. consistente en haber obrado en coparticipación criminal, sin embargo, ella no le había sido imputada al procesado, como quiera que la misma iba referida a los cargos de homicidio agravado y hurto calificado y agravado, respecto de los cuales se había decretado la nulidad del allanamiento a cargos hecha por parte del Sr. J.A.G.G., habiéndose así trasgredido el principio de congruencia. 

Estando delimitado el contexto de la controversia, el que tiene que ver con asuntos relacionados con el principio de la congruencia, dado que se le reprocha al Juzgado de primer — al momento de dosificar la pena — la aplicación de la circunstancia de mayor punibilidad consagrada en el # 10 del artículo 58 del C.P.
, el cual aparentemente no fue objeto de la formulación de la imputación, lo que a su vez implicaría que en la individualización punitiva el Juzgado A quo tenía que acudir al cuarto mínimo de punibilidad — inciso 2º del artículo 61 del C.P. — y no a los medios; la Sala, a fin de determinar si el Juzgado de primer nivel incurrió o no en los yerros denunciados por la recurrente, llevará a cabo un breve y somero estudio del principio de la congruencia, y de las consecuencias que se podrían generar en el proceso por su desconocimiento. 

En ese orden de ideas, se tiene que el principio de la congruencia se encuentra consagrado en el artículo 448 del C.P.P. el cual hace parte de ese cumulo de garantías que el artículo 29 de la Carta ha denominado como Debido Proceso. Dicho principio pregona porque entre la acusación y la sentencia debe de existir una especie de relación de consonancia o de correspondencia en lo que tiene que ver con los hechos y la calificación jurídica dada a los mismos, lo que quiere decir que los cargos formulados en la acusación, en su contexto factico-normativo, deben ser concordantes o afines respecto de aquellos por los que en la sentencia se ha declarado la responsabilidad criminal del acriminado; razón por la cual se ha dicho que la acusación se erige como el límite o el norte de la sentencia, la que por regla general no puede desbordarse de los parámetros trazados en el libelo acusatorio. 

Es de resaltar que acorde con lo dicho tanto por la doctrina como por la jurisprudencia
, a modo de ilustración, se podría presentar una vulneración del principio de la congruencia en los siguientes eventos: a) Cuando se profiere una sentencia por un delito diferente de aquel por el cual el procesado fue acusado, o respecto de personas diferentes de aquellas que fueron acusadas, o que se pregonen en contra del procesado circunstancias específicas de agravación punitiva no consignadas en la acusación, o que se desconozcan las mismas en el fallo; b) En los eventos en los en que el contexto fáctico de la sentencia desconozca o difiera del núcleo factico de la acusación; c) En aquellas hipótesis en las que las pruebas practicadas en el juicio logran demostrar que la Fiscalía incurrió en un error en la calificación jurídica dada a los hechos en el libelo acusatorio, y a pesar de ello tozudamente se profiere un fallo en consonancia con esa errónea calificación jurídica.  

De igual, en lo que tiene que ver con las circunstancias de agravación punitiva — sean de naturaleza genérica o especifica — se tiene que estas — en sus aspectos fácticos y normativos — tienen ser mencionadas de manera expresa e inequívoca en la acusación, y por ende en aquellos eventos en los cuales la Fiscalía no haya cumplido con ese obligación, ello maniataría a la Judicatura, la cual — so pena de conculcar el principio de la congruencia — no podrá tenerlas en cuenta en el fallo. 

Sobre lo anterior, de vieja data la C.S.J. ha expuesto lo siguiente: 
“A este respecto es de advertir, como ha sido dicho por la Sala, es precedente judicial consolidado que las circunstancias objetivas y las subjetivas de agravación, tanto genéricas como específicas, dada la gran repercusión que tienen en la punibilidad, deben haber sido explícitamente consignadas como hechos jurídicamente relevantes en la acusación, demostradas en el juicio y por ellas mismas también debe solicitarse expresamente su imposición en el alegato final por parte de la Fiscalía, para que puedan ser objeto de deducción en la sentencia, toda vez que ante determinada circunstancia, el solo enunciado en la acusación del supuesto fáctico que la configura, no resulta suficiente para que el juzgador se entienda facultado para imponerla, sino que para que opere su configuración jurídica se requiere haber sido acreditada en el juicio y consignada como elemento integrante del delito por el cual se pide condena, es decir, que no se abrigue duda alguna acerca de su imputación…”
.

Es de anotar que la regla que pregona por la consonancia que debe de existir entre la sentencia y los cargos formulados en la acusación no es pétrea ni rígida, porque en lo que atañe con la calificación jurídica dada a los hechos jurídicamente relevantes es factible que el Juzgador de instancia pueda proferir una sentencia por un delito diferente de aquel que fue objeto de la calificación jurídica dada a los hechos en la acusación, lo cual en momento alguno implicaría una vulneración del principio de la congruencia. 

Para que esa excepción tenga lugar, en necesario que en el fallo se cumplan con los siguientes requisitos: a) Que no se desconozca ni se atente en contra del núcleo factico de la acusación; b) Que la nueva calificación jurídica por su punibilidad sea más favorable a los intereses del procesado; c) Que con lo acontecido no se vulneran derechos y garantías fundamentales de las partes e intervinientes
. 

Las consecuencias que podría generar la vulneración del principio de la congruencia son diversas, porque en los eventos en los cuales se esté en presencia de la congruencia flexible, es claro que la Judicatura puede proferir una sentencia por un delito diverso de aquel por el cual el procesado fue llamado a juicio. Mientras que en aquellos eventos en los cuales la Fiscalía depreque una petición de condena por circunstancias factuales no consignadas en la acusación, es claro que la Judicatura debe de inhibirse de hacer cualquier tipo de pronunciamiento frente a tales pretensiones; pero cuando la Judicatura, por error, profiere una sentencia con base en premisas fácticas que no hicieron parte de la acusación, la solución vendría siendo la nulidad de la actuación. Igual solución se daría en aquellas hipótesis en los que la Judicatura en la sentencia guarda silencio frente a unos cargos que al procesado le fueron enrostrados en la acusación.  

Ahora bien, en casos como los presentes, en los que el procesado se allana a los cargos en la audiencia de formulación de imputación, según las voces del artículo 293 C.P.P.
, lo actuado se entiende suficiente como acusación, por tanto, es viable concluir que el núcleo fáctico y jurídico que allí se haya develado, es aquel que debe guardar concordancia con lo decidido en la sentencia, en pro de la salvaguarda del principio de congruencia.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, acorde con todo lo hasta ahora dicho sobre el principio de la congruencia, vemos que al cotejar las premisas fácticas y jurídicas con las cuales se estructuraron tanto la acusación — en la audiencia de formulación de imputación — con el fallo opugnado, se tiene lo siguiente: 

· En la imputación se le reprochó al procesado el haber incurrido en la presunta comisión de los delitos de homicidio agravado con la circunstancia de mayor punibilidad del artículo 58 C.P. numeral 10
,  hurto calificado y agravado y falsedad material en documento público, en calidad de coautor y a título de dolo, de conformidad con los artículos 103, 104 # 2, 239, 240 # 1, 241 # 10, 287 y art 290 incisos 1 y 2 del C.P. por haberse visto envuelto, en compañía de otras tres personas, en la venta de una motocicleta de placa YBT60D con una tarjeta de propiedad falsificada, la cual era de propiedad del Sr. JAIRO OSORIO OCAMPO, quien el 30 de marzo de 2.023 fue hallado sin vida, y al que le había sido hurtado el automotor. 
· Las premisas fácticas y jurídicas con las cuales se cimentó el fallo opugnado, radicaron en que el proceder que se le reprochó al procesado se adecuaba en el delito de falsedad material en documento público agravado, porque se encontró demostrado que el Sr. J.A.G.G. participó como coautor en la falsificación de la tarjeta de propiedad de la motocicleta de placas YBT60D, marca BAJAJ línea DISCOVER 125 de color NEGRO modelo 2016, motor No. JZZWFG06051, chasis No. 9FLA15BZ4GAA59522 de servicio PARTICULAR; además de haber sido vendida por él utilizando una licencia de tránsito adulterada correspondiente al número 10028758686 a nombre de JAIRO OSORIO OCAMPO. 

· De igual manera, en el fallo confutado, al momento de la dosificación de la pena, se tuvo en cuenta el aumento del agravante específico contenido en el inciso 2° del artículo 290 de la Ley 599 de 2.000, así como la circunstancia genérica de agravación punitiva contenida en el numeral 10º del artículo 58 C.P., por haber obrado en coparticipación criminal, y la de menor punibilidad del artículo 55 numeral 1 ibidem, razón por la cual el Juzgado de primer nivel al individualizar la pena decidió partir del segundo cuarto medio de punibilidad.  

De lo antes expuesto, válidamente se puede concluir que si bien es cierto, en la formulación de imputación se indicó la circunstancia de mayor punibilidad de la coparticipación criminal consagrada en el artículo 58 en el momento en que se relató por el delegado Fiscal lo concerniente a la calificación jurídica del homicidio agravado, y que la aceptación de cargos respecto de ese reato fue declarada nula, no quiere decir ello que tal circunstancia no pueda predicarse del conjunto de conductas punibles que hicieron parte de la comunicación de cargos, pues lo que se desprende de lo relatado por el representante del Ente Acusador, en cuanto a las circunstancias fácticas se trata, es que, presuntamente, tanto el homicidio, como el hurto y la falsedad en documento público, fueron cometidos en coparticipación criminal.

En ese orden de ideas, no porque se haya decretado la nulidad de la aceptación de cargos por parte del procesado, se decretó per se la nulidad de la formulación de imputación, que como se vio, incluyó dentro de la calificación jurídica la circunstancia genérica de agravación punitiva contenida en el numeral 10º del artículo 58 C.P.; y por ende, en virtud al principio de la congruencia, es claro que el Juzgado A quo bien podía aplicar en contra del procesado la susodicha causal, que ahora causa extrañeza a la Defensa. 

Siendo así las cosas, para la Sala no existe duda alguna que el Juzgado de primer nivel procedió de manera atinada cuando al momento de dosificar la pena a imponer aplicó en contra del procesado la circunstancia de mayor punibilidad contenida en el numeral 10 del artículo 58 C.P., al considerar que la misma hizo parte de la acusación. 

No obstante lo anterior, observa la Sala que el Juzgado de primer nivel incurrió en un yerro al momento de dosificar la pena al procesado, que influyó para que el ámbito de movilidad punitiva se tasara de forma equivocada, a saber:

· El A quo partió de una pena de 48 a 108 meses y aplicó el agravante contenido en el inciso 2° del artículo 290 del C.P., que señala: «si la conducta recae sobre documentos relacionados con medios motorizados, la pena se incrementará en las tres cuartas partes…», para fijar una pena de 48 a 189 meses de prisión, en aplicación del numeral 2 del artículo 60 ibidem.

· Con ello, obtuvo el siguiente marco punitivo:
· Primer cuarto: De 48 a 83,25 meses.

· Segundo cuarto: De 83,25 + 1 a 118,5 meses.

· Tercer cuarto: De 118,5 + 1 a 153,75 meses.

· Último cuarto: De 153,75 + 1 a 189 meses.

De lo anterior, lo que se advierte es que de manera errada el Despacho de primer nivel aplicó el numeral 2º del artículo 60 C.P. para fijar el aumento de la pena con ocasión del agravante endilgado al Sr. J.A.G.G., pues el mismo se utiliza cuando el aumento se trata de hasta una proporción, caso en el cual, se aplica, tal como se hizo, a la pena máxima.

No obstante, el inciso segundo del artículo 290 C.P. lo que indica es que la pena se aumentará en las tres cuartas partes, proporción que nos ubica en los postulados del numeral primero del mencionado artículo 60 ibidem, y por tanto el aumento se debió aplicar tanto a la pena mínima como a la máxima.

En razón a ello, la pena correcta partiría de 84 a 189 meses, pasando a modificarse los cuartos de movilidad, así:

· Primer cuarto: De 84 a 110,25 meses.

· Segundo cuarto: De 110,25 + 1 día a 136,5 meses.

· Tercer cuarto: De 136,5 + 1 día a 162,75 meses.

· Último cuarto: De 162,75 + 1 día a 189 meses.

Por tanto, al haberse elegido el segundo cuarto medio de punibilidad para la imposición de la pena, la misma no podía partir de 83,25 meses sino de 110,25 meses, no obstante, como quiera que modificar la pena impuesta al procesado en primera instancia sería más gravosa, en virtud del principio non reformatio in pejus, y considerando que la Defensa es apelante único, la Sala no procederá a ello y mantendrá incólume la dosificación efectuada por el Juzgado de primer nivel.

En conclusión, la Sala considera que la recurrente se encuentra equivocada en los reproches formulados en contra del fallo opugnado, en lo que tiene que ver con la aplicación de la circunstancia genérica de obrar en coparticipación y por tanto, el mismo será confirmado.

De igual manera, a modo de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, dado que ese acto procesal de notificación a las partes del contenido del fallo de 2ª instancia válidamente se puede suplir mediante la remisión — vía correo electrónico — con destino a las partes y demás intervinientes, por parte de la Secretaría, de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avalan ese tipo de notificaciones, lo que además no contraría las disposiciones que en materia de notificaciones regula el C.P.P. ya que se cumpliría con la finalidad de la norma, la cual no es otra cosa diferente que la de enterar a las partes del contenido de lo resuelto y decidido en el presente asunto por parte de la Colegiatura; de igual manera, con tal postura de no hacer la audiencia de lectura, se estaría haciendo gala de los principios de celeridad, de eficiencia y eficacia de la administración de justicia consagrados en los artículos 4º y 7º de la ley estatutaria de la administración de justicia — Ley # 270 de 1.996 —.   

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO:  CONFIRMAR la sentencia proferida en las calendas del 10 de septiembre de 2.024 por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, mediante la cual se declaró la responsabilidad criminal del procesado J.A.G.G., quien fue condenado a purgar una pena de 42 meses de prisión por el delito de falsedad material en documento público agravado.

SEGUNDO:  ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, razón por la cual la Colegiatura se abstendrá de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura de la presente decisión.

TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente sentencia de 2ª Instancia procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de las oportunidades de ley. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado
Con aclaración de voto
JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
SISTEMA PENAL ACUSATORIO / AUDIENCIA DE LECTURA DE FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA / NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

…La audiencia de lectura de fallo de segunda instancia es de obligatorio cumplimiento como quiera está consagrada en la ley como un deber más no como una potestad, recuérdese que el inciso final del artículo 179 CPP/2004 establece que el “fallo será leído en audiencia”, donde se notifica a las partes en estrados.

[…]

Finalizada la crisis sanitaria, la obligación de los Magistrados de los Tribunales de todo el territorio Nacional es acatar la ley, y como se ha insistido a lo largo de la presente providencia, la audiencia de lectura de fallo de segunda instancia consagrada en el inciso final del artículo 179 del CPP/2004 es obligatoria ya que de ella se deriva la notificación en estrados de fallo y los términos para interponer el recurso extraordinario.
ACLARACIÓN DE VOTO

Con el acostumbrado respeto a las decisiones adoptadas por la Sala, presento aclaración de voto frente a la sentencia de referencia, de fecha trece (13) de diciembre de dos mil veinticuatro (2024), pues si bien comparto con los demás integrantes de la sala la decisión que CONFIRMÓ la sentencia por medio de la cual el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, condenó al señor J.A.G.G. por incurrir en la conducta de falsedad material en documento público agravado, debo aclarar mi voto en cuanto a que de conformidad con los recientes lineamientos jurisprudenciales de la Sala de Casación Penal, la publicidad de tal proveído debe hacerse mediante audiencia -sea presencial o a través de medios tecnológicos-, y no notificada vía correo electrónico como se dispuso en el aludido fallo.

Es cierto, a no dudarlo, que esta Corporación, a raíz de la crisis sanitaria generada por la Covid 19, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020, la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda,  el artículo 8º del Decreto Legislativo Nº 806 de 2020, y finalmente lo señalado en la Ley  2213 de junio 13 de 2022 -aunque por analogía-, ordenaba que la notificación de las sentencias se realizaran por correo electrónico y que por esa misma vía, se allegaran los respectivos recursos extraordinarios de casación, como así se venía efectuando hasta hace pocos días.

No obstante, la Sala de Casación Penal en auto CSJ AP6673-2024, 6 nov. 2024, rad. 65711, al revisar una sentencia de la Sala Penal del Tribunal Superior de Cartagena, y de conformidad con el artículo 169 de la Ley 906 de 2004, decretó la nulidad del acto de notificación de la sentencia proferida, misma que se efectuó por medio de correo electrónico, al señalar, entre otras razones, que: 

“Las normas transcritas [art. 169, 179 y 183 C.P.P.] parten de un supuesto fundamental a saber, que las partes (incluyendo el privado de la libertad) e intervinientes deben ser citados correctamente a la audiencia de lectura de fallo donde se notifica la providencia en estrados. Precisamente la errada citación o la omisión en la realización de la audiencia de lectura de fallo de segunda instancia, genera un rompe sustancial en la estructura del proceso pues resultan quebrantadas las bases propias del sistema de las notificaciones y de los términos procesales que de aquellas se derivan. 

La audiencia de lectura de fallo de segunda instancia es de obligatorio cumplimiento como quiera está consagrada en la ley como un deber más no como una potestad, recuérdese que el inciso final del artículo 179 CPP/2004 establece que el “fallo será leído en audiencia”, donde se notifica a las partes en estrados.

[…]

Finalizada la crisis sanitaria, la obligación de los Magistrados de los Tribunales de todo el territorio Nacional es acatar la ley, y como se ha insistido a lo largo de la presente providencia, la audiencia de lectura de fallo de segunda instancia consagrada en el inciso final del artículo 179 del CPP/2004 es obligatoria ya que de ella se deriva la notificación en estrados de fallo y los términos para interponer el recurso extraordinario.” -negrillas de la Sala-.
De igual manera, y como recientemente se conoció, la totalidad de los Procuradores Judiciales Penales que intervienen ante esta Corporación, y ante la situación presentada en esta Corporación, referente a la notificación de las sentencias acá proferidas, luego de analizar el asunto y con fundamento en la reciente postura de la Sala de Casación Penal, indicaron: “de manera respetuosa, insistimos y dejamos sentada nuestra posición unánime, de que la lectura del fallo ya sea de primera o segunda instancia, si debe realizarse en un acto formal de audiencia oral y pública”.

En ese orden, y respetuosos como debemos ser de las decisiones proferidas por nuestra superioridad, donde la totalidad de la Sala de Decisión Penal de la Corte es del resorte que las sentencias de segundo grado -y con mayor razón las de primera instancia- proferidas por los Tribunales Superiores deben ser notificadas en estrados, sea de manera presencial, ora por medios virtuales, esta Corporación no puede  soslayar  tal determinación y por lo mismo considero, con el debido respeto por la decisión mayoritaria, que en este asunto se debió obrar de tal manera.

En los anteriores términos dejo consignada mi aclaración de voto.

Pereira, diciembre 13 de 2024.

CARLOS ALBERTO PAZ ZUÑIGA

Magistrado
� ARTÍCULO 58. CIRCUNSTANCIAS DE MAYOR PUNIBILIDAD. Son circunstancias de mayor punibilidad, siempre que no hayan sido previstas de otra manera: (:::) 10. Obrar en coparticipación criminal.





� Al respecto se puede consultar, entre otras, las sentencias del: 27 de julio de 2007. Rad. # 26468; 30 de mayo de 2.007. Rad. # 26588; 28 de octubre de 2.009. Rad. # 32192; 3 de junio de 2009. Rad. # 28649; 16 de marzo de 2011. Rad. # 32685; 21 de marzo de 2.012. Rad. # 38256.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia de mayo 04 de 2011. Radicado # 32270.  (Negrillas en cursivas fuera del texto original).


� En tal sentido, se pueden consultar, entre otras, las siguientes decisiones emanadas de la Sala de Casación Penal de la C.S.J: Sentencia del 22 de febrero de 2.017. SP2390-2017 Rad. # 43041; Sentencia del 22 de agosto de 2.018. SP3580-2018. Rad. # 46227; Sentencia del 13 de noviembre de 2019. SP4930–2.019. Rad. # 52370; Sentencia del 29 de junio de 2022. SP2211-2022. Rad. # 54304.


� ARTÍCULO 293. PROCEDIMIENTO EN CASO DE ACEPTACIÓN DE LA IMPUTACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 69 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. La Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la imputación o acuerdo que será enviado al Juez de conocimiento. Examinado por el juez de conocimiento el acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará a audiencia para la individualización de la pena y sentencia.





PARÁGRAFO. La retractación por parte de los imputados que acepten cargos será válida en cualquier momento, siempre y cuando se demuestre por parte de estos que se vició su consentimiento, o que se violaron sus garantías fundamentales.


� Ver registro, minuto 20:00





Página 2 de 2

